
10 de Junio de 2008.
Diputado Presidente: Antonio Juan Marcos Villarreal.
Segunda lectura, discusión y, en su caso, aprobación, de un dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para reformar los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; sobre “El trámite del informe del gobernador en su último mes de mandato”, planteada por el Diputado Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles”, del Partido de la Revolución Democrática; así como a una segunda iniciativa  de decreto para reformar los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sobre “El informe anual que rinde el Gobernador del Estado ante el Congreso, en relación al estado general que guarda la administración pública estatal”, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para expedir la Ley de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y el Diputado Francisco Javier Z´ Cruz Sánchez, como integrantes de la Comisión de Equidad y Género.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las Iniciativa  para reformar la Constitución Política del Estado, la Primera Iniciativa  para reformar los artículos 49 y 84, fracción IV, sobre el tramite del informe del Gobernador en su ultimo mes de mandato, propuesta por el C. Dip. Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles”, del Partido de la Revolución Democrática, y la Segunda Iniciativa para reformar los artículos 49  y 84 Fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 4 de Diciembre de 2007 y el día 27 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, las  Iniciativas a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnaron a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales las Iniciativas para reformar la Constitución Política del Estado, la Primera Iniciativa  para reformar los artículos 49 y 84, fracción IV, sobre el tramite del informe del Gobernador en su ultimo mes de mandato, propuesta por el C. Dip. Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles”, del Partido de la Revolución Democrática, y la Segunda Iniciativa para reformar los artículos 49  y 84 Fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que las Iniciativas para reformar los artículos 49  y 84 Fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, propuesta por el C. Dip Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática  y por los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional, se basan  entre otras en las consideraciones siguientes:

La Iniciativa presentada por el Dip. Lorenzo Dávila Hernández del Grupo Parlamentario “General Felipe Ángeles” del Partido de la Revolución Democrática señala:

En los últimos años se ha estado discutiendo la necesidad de modificar radicalmente el formato de los informes rendidos por el Titular del Poder Ejecutivo. Se ha sostenido, con razón, que dichos actos no se ajustan al principio republicano de rendición de cuentas y que se asemejan más a formatos monárquicos ya superados por la historia. 

Independientemente de la opinión que se tenga sobre lo anterior, lo cierto es que, con la reforma en materia electoral recientemente aprobada, las próximas elecciones para elegir diputados locales se celebrarán el diecinueve de octubre de 2008, es decir, unos cuantos días después de que el Titular del Poder Ejecutivo del Estado rinda su tercer informe de gobierno. 

Esta particular situación, es decir, el breve lapso de tiempo entre el informe de gobierno y la celebración del proceso electoral, hace indispensable las reformas que proponemos. En líneas generales proponemos: 

Primero. Establecer que el Titular del Poder Ejecutivo del Estado deberá remitir el referido informe al Congreso, suprimiendo la obligación de que asista o concurra personalmente al Congreso del Estado. 

Segundo. En consecuencia, suprimir la sesión solemne del Congreso y disponer que los diputados analicen el informe y emitan su opinión en los términos que, para tal efecto, se establezcan en la Ley Orgánica del Poder Legislativo. 

Tercero. Establecer que el informe deberá ser remitido al Congreso del Estado cada año, dentro de los primeros quince días del mes de febrero, salvo cuando se trate del sexto año de ejercicio, en cuyo caso el informe deberá remitirse en el último mes de mandato. 

Las ventajas que se desprenden del nuevo formato que se propone son múltiples. En primer término, se evita, por un lado, que el informe sea utilizado por la oposición para denigrar, insultar o chantajear al mandatario en turno. Por otro lado, se suprime el informe imperial, evitando el gasto desmedido e injustificado de recursos públicos para ensalzar la figura del mandatario. 

La iniciativa presentada por los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, señala:

“ EI informe de actividades del Ejecutivo Estatal, comúnmente llamado informe de  gobierno, ha venido evolucionando en Coahuila a lo largo de nuestra vida como entidad federativa en sus dos aspectos más importantes: su ubicación en el calendario, y en el formato de ceremonia donde se presenta. 

Esta dinámica tiene que ver fundamentalmente con nuestra inserción en el contexto  nacional, y con el entorno político que se va generando en la cultura social de la entidad conforme al devenir del tiempo. 


Mucho se ha dicho que nuestro sistema constitucional tiene su origen en una reproducción hibrida del modelo norteamericano y del español. Prueba de ello, es que Guadalupe Victoria en 1824 ya cumplía el mandato y la facultad de presentarse en el Congreso a disertar sobre el estado de la administración pública. En aquellos años el Ministro de Gobierno acompañaba al presidente de la República a detallar el informe presentado.

Por su parte, en la primera constitución  de Coahuila, en 1827, ya se preveía también la presencia del Gobernador en el Congreso, para informar sobre las actividades del aparato público bajo su mando.

La Constitución Federal de 1857 que introdujo normativas mas explicitas en el ámbito federal, no se reflejó en este tema en nuestra Constitución Local, que permaneció intacta en ese sentido hasta que en 1918, el Constituyente Coahuilense que tuvo como responsabilidad adecuar nuestros ordenamientos a la recién promulgada Constitución Federal de 1917, introdujo las reformas que persistieron hasta 1956. 

En el año de 1956, se reformó la Constitución Local, manteniéndose en sus artículos 46 y 49, que el Gobernador del Estado asistiría al Congreso cada día 15 de noviembre a la apertura de las sesiones ordinarias y leería el informe sobre el estado y las necesidades de la Administración a su cargo, con la previsión que de sería ( sic ) cada dos años. 

En todos esos años, el Titular del Poder Ejecutivo Estatal, asistía cada año a leer un largo documento donde se daba cuenta de los programas, obras y acciones realizadas en el ejercicio comprendido.

Mientras tanto la experiencia federal indicaba que los informes debieran alejarse lo más posible de las fechas de las elecciones, dado que la intensidad con la que los partidos participaban en las mismas, y los conflictos que se suscitaban por la inconformidad de los partidos perdedores, terminaban conflictuando la realización de la ceremonia correspondiente, hecho que se presentó a partir de1988. 

Entonces las entidades federativas siguieron desplazando las fechas de los informes, al modificar los inicios de los periodos ordinarios de sesiones. En nuestra entidad se registra una reforma en 1992, quedando establecida la fecha para rendir informe el quince de octubre, día en que se iniciaba el primer periodo ordinario de sesiones. 

Conforme a lo que se establece actualmente en la Constitución Política del Estado, la presentación del informe de gobierno debe hacerse dentro de los primeros quince días del mes de octubre de cada año; en tanto que, por otra parte, en virtud de la reciente reforma electoral aprobada por este Congreso, se ha establecido la celebración de elecciones locales en el mismo mes de octubre, lo cual dará lugar a que exista una gran proximidad entre el acto de entrega del informe de gobierno y el día de la elección, con la posibilidad de que esta coincidencia pueda motivar argumentos en el sentido de que dicho acto ejerza influencia de manera directa sobre los comicios y originar finalmente situaciones como las que se han señalado en el caso del Congreso de la Unión. Por ello la propuesta de promover un cambio en este orden, en aras de fortalecer la democracia de nuestro Estado. 

En este contexto, de manera reiterada han existido pronunciamientos de los diferentes sectores de nuestra comunidad, a través de líderes de opinión, analistas y ciudadanos en general, en el sentido de que el formato vigente para la presentación del informe de la administración estatal es obsoleto, puesto que para el gobernador es prácticamente imposible condensar en la lectura de un documento, un reporte pormenorizado de su administración, y para el congreso resulta también inviable procesar de tal manera la información que se le presenta. 

A esto hay que agregar, que aunque en los últimos años se han incorporado modificaciones en su formato, como el posicionamiento de los Grupos Parlamentarios constituidos al interior del Congreso, y de la representación aun individual de los partidos políticos en el mismo, la ceremonia del informe contenida en una sesión solemne, no satisface el interés ni el gusto ciudadano por la información sobre el ejercicio gubernamental, puesto que de origen -y eso persiste hasta nuestros días- más que una práctica republicana, la ceremonia del informe asemeja un resabio de la época de la preeminencia del Poder Ejecutivo sobre los otros poderes, particularmente el Congreso.

Y además, de que en el actual formato pareciera limitarse la percepción de importancia de las comparecencias ante el Pleno o Comisiones del Congreso, de los encargados de las diferentes áreas del Despacho del Ejecutivo. Ejercicios estos, donde si es posible analizar a fondo la administración en turno, y ponderar, criticar, recomendar o reconvenir al Gobernador sobre sus programas, obras y acciones, a través de sus colaboradores. 

Las comparecencias, tal y como se establecen hoy en la Constitución Local y la Ley Orgánica de nuestro Congreso, de acuerdo a lo contemplado en esta lniciativa, se  deben mantener como hasta ahora. 

La visión modificadora de los Informes de Gobierno se vio reflejada en el escenario federal, el pasado miércoles 30 de abril, cuando la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, aprobó un dictamen presentado por la Comisión de Puntos Constitucionales, mediante el cual se reforma el artículo 69 de nuestra máxima carta magna, determinándose que el Presidente de la República presentará su informe ante el Congreso por escrito, sin que necesariamente tenga que acudir. 

EI referido dictamen fue turnado en la misma fecha a la Cámara de Senadores para su revisión, proceso que se encuentra actualmente en trámite.

La propuesta concreta es, que el Presidente no esté obligado a asistir al Congreso a presentar su informe, y que en cambio, pueda presentar su informe por escrito sin la  necesidad de acudir al Congreso. 

Por su parte, en el marco local existen antecedentes generados en esta legislatura, los que plantean modificar el esquema de la presentación del informe del Gobernador, en base a algunas de las consideraciones que hasta ahora se han venido señalando en el presente instrumento legislativo.

Tomando en consideración lo anterior, y en concordancia con el nivel de madurez política que ha alcanzado la sociedad coahuilense, y que se refleja en su representación popular, y en la relación de esta con el Poder Ejecutivo y el Judicial, así como en atención a la cultura cívica y el interés ciudadano por acceder de maneras más eficientes al informe de las acciones de gobierno, se considera necesario modificar de manera sustancial el marco jurídico que rige este precepto constitucional: el de informar.”  

TERCERO.-  A través del tiempo todos los pensadores que se han ocupado de la división de poderes, han deducido sus principios de una realidad histórica concreta; pero no es sino hasta Locke, y particularmente con Montesquieu, que surge como razón superior para dividir el poder, la necesidad de limitarlo. En efecto, la división de Poderes fue y sigue siendo hasta la fecha la principal limitación interna del Poder Público, que halla su complemento en la limitación externa de las garantías individuales y el reconocimiento de los derechos humanos. 

Sin embargo, de lo anterior no debe pensarse que la división de poderes es absoluta, pues tanto en un sistema parlamentario, como en uno presidencial, existen relaciones entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo. En el primero de dichos sistemas, la actuación del Ejecutivo se encuentra subordinada a la dirección de las Cámaras, que constituyen el Parlamento, y que le da su nombre; en el segundo, denominado presidencial, el jefe del Ejecutivo participa con independencia del Legislativo en la dirección política, designa libremente a sus colaboradores inmediatos, que son los Secretarios de Estado, y es por ello responsable directo de los actos de aquéllos.

No obstante ser nuestro sistema presidencial, constitucionalmente existen rasgos propios de un sistema parlamentario, que vinculan la actuación del Ejecutivo a la del Legislativo; ejemplo de ello es que para suspender garantías individuales requiere de la aprobación del Congreso, que los Secretarios de Estado deben dar cuenta al Congreso, del estado que guardan sus respectivos ramos; sin embargo, en estos casos, su comparecencia no compromete la vida del gabinete, el Secretario va simplemente a informar en nombre del Presidente e ilustrar a las Cámaras, tocante a los hechos a que se refiere el informe de éste.

Así las cosas, en opinión del ameritado constitucionalista citado inicialmente, la presencia del ejecutivo ante el Congreso para rendir su informe de gobierno, obedece más a una razón de cortesía que a una condición jurídico política, ya que la finalidad de información puede cumplirse satisfactoriamente  con la remisión del informe escrito; criterio este que actualmente es objeto de análisis en la Cámara de Senadores, ante la reciente reforma aprobada por la Cámara de Diputados al artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Establecido lo anterior, a nivel local, la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, plantea el problema de cuando y como el Ejecutivo del Estado, debe rendir su informe ante esta Soberanía.

Por lo que a la primera de las cuestiones se refiere, los artículos 49 y 84 fracción IV, cuya reforma se propone, disponen que dicho informe debe rendirse dentro de los primeros quince días del segundo período ordinario de sesiones; es decir, dentro de los primeros quince días del mes de octubre; empero, conforme a las recientes reformas a la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la elección de Diputados y la de Ayuntamientos se celebrará el tercer domingo de octubre, por lo que razonablemente, como se asienta en la exposición de motivos, el primer acto puede motivar argumentos en el sentido de que ejerce influencia de manera directa sobre los comicios; luego, en aras de la legalidad, transparencia, e imparcialidad que debe caracterizar un proceso electoral en un estado democrático de derecho, como lo es el nuestro, se estima  prudente el cambio propuesto para la fecha del informe a efecto de que tenga verificativo dentro de los diez primeros días del mes de noviembre, cuando el proceso de elección ya ha transcurrido; y, por ende, el informe de gobierno ninguna influencia ejerza sobre los comicios.

Por cuanto a la forma en que el informe debe rendirse y que motiva el segundo aspecto de la reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV de la Constitución Política del Estado de Coahuila, como ya se asentó, la presencia del Ejecutivo ante el Congreso, es más un acto protocolario y de cortesía, pues su finalidad es que esta Soberanía tome conocimiento de la actividad del Ejecutivo, a efecto de examinarla  y valorarla en sesiones posteriores y de que el pueblo esté enterado de ello, lo que no se cumple en una sola sesión, como lo previene el formato actual, por lo que la reforma propuesta en el sentido de que el Gobernador del Estado envíe cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe por escrito del estado general que guarda la administración pública estatal, no solo guarda congruencia con la reciente reforma a nivel federal, sino que permite el análisis del documento en sesiones posteriores, con la comparecencia de los Secretarios del Ramo y del Procurador General de Justicia.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía apruebe la reforma a los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 49 y 84 fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

Articulo 49. EI Gobernador del Estado enviará cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe par escrito del estado general que guarda la administración pública estatal.

Artículo 84. Son deberes del Gobernador:

I a III. . . .

IV. Enviar cada año al Congreso, dentro de los primeros diez días del mes de noviembre, un informe por escrito del estado general que guarda la administración pública estatal.

V a XIX. . . .

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. EI presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 2 de Junio de 2008.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 3 de Junio del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 93, 96, 97, 99 fracción I, 100 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez, se basa en las consideraciones siguientes:

Eliminar la violencia dentro de nuestra sociedad, representa una dura labor y es uno de los más grandes desafíos de nuestra época. El caso específico de violencia contra las mujeres, es actualmente un tema de discusión en los distintos sectores económicos, sociales y políticos. Los avances logrados en la legislación internacional en materia de defensa y promoción de los derechos de las mujeres, han conseguido dar visibilidad a la desigualdad existente entre los géneros y a las estructuras de opresión que la mantienen como tal. 

Se ha logrado el reconocimiento oficial de la violencia sufrida por las mujeres, considerándola no sólo una forma de discriminación, sino que se extiende hasta el atentado contra derechos como el de la vida, libertad, integridad personal, seguridad y protección judicial consagrados en diversos instrumentos internacionales ratificados por el Estado Mexicano, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, entre otras. Estas normas internacionales fortalecen la obligación del Estado de esclarecer la verdad, hacer justicia y proporcionar reparación a las víctimas, aún cuando sus derechos hayan sido violentados por particulares.

Los acuerdos y tratados internacionales nos permiten entender la violencia hacia las mujeres como aquella que se produce por razón del género y, que no necesariamente se vincula a las relaciones familiares, conyugales o de pareja. Esta nueva forma de concebir a la violencia de género —como un delito contra la integridad y libertad de las mujeres y no como asuntos privados, abrió la puerta a un planteamiento ideológico fundado en la equivalencia de ambos sexos, que dio paso a la intervención de la sociedad y los poderes públicos.

Este problema no se circunscribe a determinados ambientes socioculturales, educativos o económicos. Se produce por igual en todos los niveles y contextos sociales. Afecta todos los ámbitos de nuestra sociedad, tanto en lo individual, familiar, jurídico, laboral y social. Lo anterior nos obliga a diseñar programas y acciones de carácter integral que consideren de forma transversal las diferentes dimensiones en que se presenta.

Para abordar un problema tan complejo, la estrategia debe emplear diversos canales para ser efectiva. Se requiere de un esfuerzo continuo que exige, además de la sensibilización de la sociedad, la intervención multidisciplinaria de distintos operadores sociales: de salud, seguridad, judiciales, educativos, medios de comunicación, entre muchos otros. La prioridad del Estado y la sociedad debe ser terminar con el ciclo de violencia y dotar a las víctimas de las garantías legales y sociales necesarias para hacer efectivos sus derechos. 

El Estado y los municipios no pueden ser ajenos a la violencia de género; ésta representa uno de los ataques más flagrantes a los derechos fundamentales proclamados en la Constitución General de la República y la Constitución del Estado de Coahuila de Zaragoza. Los poderes públicos del Estado tenemos la obligación de adoptar las medidas de acción positiva que sean necesarias para hacer reales y efectivos estos derechos, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su pleno desarrollo.

La intensa labor realizada por diferentes actores en los distintos órdenes de gobierno y en el sector privado, ha llevado a la conciencia y sensibilidad respecto de esta problemática y que, tanto en el ámbito nacional como local, se han puesto en marcha numerosos programas y acciones para hacerle frente, lo cual ha permitido alcanzar una profunda comprensión de su naturaleza y alcance, así como una mejor apreciación de las acciones que pudieran resolver esta situación que se da en los núcleos sociales.

En ese sentido y, en atención al deber del Estado de abatir las desigualdades, injusticias y el rezago social, el Congreso del Estado es congruente con los objetivos de los otros Poderes ya que el Ejecutivo del Estado, a través del Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011, dentro del eje denominado Justicia Social para Todos, manifestó su voluntad política de proteger los derechos y la dignidad de las mujeres, ratificando el compromiso de abatir la violencia por condición de género mediante la aplicación de diversos objetivos y estrategias, entre ellos la actualización del marco jurídico de nuestro Estado, para eliminar cualquier forma de discriminación y abuso contra las mujeres. 

En consecuencia, los últimos años hemos trabajado en importantes avances legislativos y administrativos, que impulsan la lucha contra la violencia de género, y buscan el reconocimiento y protección de los derechos y libertades fundamentales de las mujeres. Ejemplo de ello es la creación del Instituto Coahuilense de las Mujeres mediante ley publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el 13 de febrero de 2001; la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Intrafamiliar, publicada el 25 de octubre de 2002; la creación de la Dirección para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila, de fecha 27 de junio de 2006; la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, del 24 de agosto de 2007, la Ley para la Protección de los Derechos y Deberes de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 27 de octubre de 2006; el Decreto por el cual se prohíbe toda clase de Discriminación Laboral en la Administración Pública del Estado de Coahuila, del 02 de febrero de 2007, última en la que destaca la prohibición expresa de negar oportunidades de trabajo por razones de sexo o estado de gravidez; además de reformas a distintos ordenamientos que guardan estrecha relación en la materia y que han incidido en los ámbitos civil, penal, administrativo, social o educativo a través de sus respectivas normas. 

De la misma forma, se ha implementado, en coordinación con las instancias municipales competentes, diversas acciones y programas orientados a afianzar los derechos fundamentales de las mujeres.

Gracias a estos esfuerzos, Coahuila redujo sustancialmente el nivel de violencia de género durante el lapso de dos años (2005 – 2007), pues al inicio de esta Administración, nuestro Estado se localizaba en el séptimo lugar nacional en violencia hacia las mujeres,
 y ala fecha se encuentra en el lugar vigésimo tercero, lo que en números relativos significa bajar de 42.6% a 30.8%
  el total de mujeres que sufren o han sufrido algún tipo de violencia 

Sin embargo, a pesar de estas acciones que nos demuestran un avance en la atención y erradicación a la violencia contra las mujeres, es necesario continuar con los esfuerzos que se llevan a cabo y además, implementar más acciones que nos permitan abatir estas conductas nocivas. En el siguiente gráfico podemos denotar que ésta es una problemática vigente, de necesaria y urgente actuación. 

Para disminuir estas cifras, debemos fortalecer los mecanismos que se llevan a cabo dentro de organismos como el Instituto Coahuilense de las Mujeres y las entidades afines, con el propósito de proporcionar a las mujeres coahuilenses y a aquellas que se encuentren en territorio coahuilense, de una institución en dónde puedan informarse de sus derechos y acudir en busca de apoyo, asesoría, orientación y atención, dentro de un entorno seguro, confidencial, libres de prejuicios y represalias. 

El Estado desempeña un papel fundamental en la construcción y mantenimiento de los roles de género y las relaciones de poder, por lo que debe hacer frente al desafío de transformar las normas sociales y culturares que regulan las relaciones entre hombres y mujeres. La inacción de las instancias de gobierno permite que subsistan leyes y políticas discriminatorias contra las mujeres, que debilitan sus derechos humanos. 

Para abatir esta situación será necesario algo más que el simple reconocimiento formal del derecho de la mujer a una vida sin violencia. Se deben efectuar más acciones y establecer obligaciones concretas de los poderes públicos, tal como los ya vigentes y funcionales dentro de la Administración Pública Estatal, a fin de que ejerzan la debida diligencia para proteger a la mujer contra toda forma de violencia. 
No hay que olvidar la función de las leyes como soporte de la realidad vigente y  motor de cambio. La ley es un instrumento privilegiado que permite dar cobertura y garantía a los movimientos sociales, por la obligatoriedad que impone a determinadas actuaciones y el estudio que desarrolla en torno a nuevos escenarios. 

La ley que se propone servirá como punto de apoyo a la normativa vigente en el Estado que tiene por objeto prevenir toda clase de violencia, a la vez que contribuya a configurar el cambio que hemos de construir para avanzar en el camino de la igualdad entre hombres y mujeres. Se trata de una continuación al proceso iniciado en las últimas décadas que aboga por el reconocimiento y protección de los derechos de las mujeres. 
En definitiva, la Iniciativa de Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en el Estado de Coahuila de Zaragoza, es un instrumento jurídico necesario para acometer el problema en su integridad, dar respuesta a las múltiples situaciones que se plantean y enmarcar el soporte que las leyes han de dar al cambio del papel de las mujeres en nuestra sociedad.

El contenido de la iniciativa de Ley que se presenta ante esta H. Legislatura, contempla ocho capítulos, en los que destacan los siguientes rubros:

· Acciones para el acceso a las mujeres a una vida libre de violencia;

· El Sistema y el Programa Estatales de acceso a las mujeres a una vida libre de          violencia;

· La atención a víctimas, como la creación de refugios, y

· Los centros de rehabilitación para agresores, entre otros. 

Por lo anteriormente descrito y ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59, fracción I y 60 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como en los artículos 48 fracción V, 181 fracción I y 190 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante esta Honorable Legislatura para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa :

TERCERO.-  La igualdad, desde un punto de vista jurídico, nos dice D. Ignacio Burgoa en su libro “ Las Garantías Individuales ”, se manifiesta en la posibilidad  y capacidad de que varias personas, numéricamente indeterminadas, adquieran los derechos y contraigan las obligaciones derivadas de una cierta y determinada situación en que se encuentran.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en diversos preceptos consagra para los gobernados garantías de igualdad y particularmente en lo que al tema que nos ocupa se refiere, es el caso de considerar el artículo primero, cuyo párrafo segundo prohíbe toda discriminación motivada por razón de género, o cualquiera otra que atente  contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Históricamente, a través del desarrollo de la humanidad, por razón de género, la  mujer se ha visto sometida: en la antigua  Roma  estaba sujeta, siendo hija de familia, a la patria potestad, o a la manus, siendo casada, en ambos casos, nada le  pertenecía en propiedad; y, siendo sui jurís, estaba sujeta a tutela perpetua, ya que se le consideraba incapaz;  el Senado Consulto Veleyano,  al prohibirle obligarse por otro buscaba aminorar la figura de la mujer en la vida civil, situación esta que se ha prolongado a través del tiempo incluso hasta nuestros días, en cuanto la mujer ha tenido que librar una dura batalla para acceder a la cultura y para adquirir derechos civiles y políticos, tanto desde el punto de vista activo como pasivo; es decir, el derecho a votar y a ser votada; la Ley Sálica prohibía a las mujeres la sucesión al trono y la universidad estaba vedada para ellas; y, sin ir tan lejos, no ha mucho tiempo, en nuestro propio Estado, conforme al Código Civil, la mujer no podía  desempeñar un empleo, ejercer una profesión, industria oficio o comercio, si perjudicaba la misión que como esposa y madre le confería la ley, y el marido podía oponerse a ello si satisfacía los gastos del hogar, requería de autorización judicial para contratar con el marido y para ser fiadora de él, u obligarse solidariamente con él.

Así las cosas, la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que ahora se estudia y dictamina, no sólo llena un vacío histórico, sino concretiza una garantía individual consagrada en la Constitución, a la que como seres humanos tienen derecho las mujeres.

En efecto, la ley en comento se orienta conforme a los principios de igualdad y de no discriminación, pues con toda claridad establece en el artículo primero  que su objeto es la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad, en el ámbito público y privado.

Establece como principios rectores, la igualdad jurídica entre hombres y mujeres; el respeto a la dignidad humana de las mujeres, la no discriminación, la libertad de las mujeres  y su integración a la vida democrática y productiva del Estado.

Implementa también la Ley los tipos de violencia a que pueden verse sometidas las mujeres, no en forma taxativa, pues además de las formas expresamente señaladas, establece que deberá considerarse cualquier otra en forma análoga contemplada en las disposiciones legales aplicables, que lesionen o sean susceptibles de atentar contra los derechos humanos de las mujeres.

Se prevé en la ley que las acciones que se lleven a cabo conforme a la misma, tienen por objeto la protección y asistencia a las víctimas o a quienes se encuentren en situación de riesgo de violencia, además de la promoción de su desarrollo integral y su participación en los ámbitos de la vida pública y privada. 

El Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vila Libre de Violencia y el Programa correspondiente, enfatizan la protección integral de los derechos humanos de las mujeres, la información de las leyes y medidas de protección y los recursos jurídicos que las asisten.

Se ocupa también la Ley de la atención a víctimas y de los módulos para ese propósito, así como de los refugios para su cuidado, proporcionando los servicios de hospedaje, alimentación, vestido y calzado, médico, asesoría jurídica y terapia psicológica; y, como complemento de todo lo anterior, se crean centros de rehabilitación para agresores, con atención gratuita y especializada. 

Así mismo  esta comisión dictaminadora  a tomado en consideración el  oficio No CP2R2A.-421.7  signado por la Diputada Liliana Carbajal Méndez, Vicepresidenta de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, mediante el cual se exhorta a los Congresos Estatales a armonizar sus Legislaciones con la Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres y La Ley  de Acceso a las mujeres a una Vida Libre de Violencia a mas tardar en el mes de junio del presente año.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, se estima prudente que esta Soberanía apruebe la Iniciativa de Decreto para expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por las C. C. Diputadas y C. Diputado integrantes de la Comisión de Equidad y Género, Julieta López Fuentes, Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, Silvia Guadalupe Garza Galván, Leticia Rivera Soto y  Francisco Javier Z’ Cruz Sánchez, para quedar como sigue:
ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

SECCIÓN PRIMERA

OBJETO Y APLICACIÓN

ARTÍCULO 1. Esta ley es de orden público, interés social y de observancia obligatoria en el Estado de Coahuila y tiene por objeto la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad en el ámbito público y privado.

Para conseguir el objeto descrito, se establecerán los principios, políticas y acciones destinados a eliminar cualquier tipo de violencia contra las mujeres. 

ARTICULO 2. En todo aquello no previsto en esta ley, será aplicable supletoriamente la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, el Código Civil para el Estado de Coahuila, Código de Procedimientos Civiles, Código Penal para el Estado de Coahuila y demás disposiciones aplicables a la materia, así como las leyes federales vigentes y los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano.

ARTÍCULO 3. Los principios rectores para el acceso de todas las mujeres a una vida libre de violencia que deberán ser observados en la elaboración y ejecución de las políticas, programas y acciones  son: 

I. La igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 

III. La no discriminación;

IV. La libertad de las mujeres, y

V. La integración de las mujeres a la vida democrática y productiva del Estado.

ARTÍCULO 4. La aplicación de la presente ley corresponde al Titular del Ejecutivo del Estado, a través de las entidades públicas estatales que tengan por objeto llevar a cabo acciones relacionadas con el objeto de la presente ley y a las autoridades municipales que para tal efecto sean creadas o facultadas.

ARTÍCULO 5. La mujer tiene derecho, en condiciones de igualdad, al goce y la protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, civil y de cualquier otra índole. Entre estos derechos figuran: 

I. El derecho a la vida; 

II. El derecho a la igualdad; 

III. El derecho a la libertad y la seguridad de la persona; 

IV. El derecho a igual protección ante la ley; 

V. El derecho a verse libre de todas las formas de discriminación; 

VI. El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar; 

VII. El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables; 

VIII. El derecho a no ser sometida a tortura, ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

IX. El derecho a la educación;

SECCIÓN SEGUNDA

CATÁLOGO DE DEFINICIONES

ARTÍCULO 6. Se considera violencia contra la mujer a todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.

ARTÍCULO 7. Se entenderá que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos: 

I. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y sicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violación por el marido y cualquier práctica tradicional nociva para la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación; 

II. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada; 

III. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y sicológica dondequiera que ocurra.

CAPÍTULO II

LOS TIPOS DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 8. Los tipos de violencia contra las mujeres, además de lo previsto  en la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar, se incluyen las siguientes particularidades: 

I. Violencia económica:  también se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de las percepciones económicas de las mujeres;
II. Violencia sexual: Es cualquier acto u omisión que atenta o limita el derecho a la libertad y seguridad sexual de la mujer en el ámbito público o privado, independientemente de quien la perpetre, comprendiendo no sólo el acto sexual, sino toda forma de contacto o abuso sexual;

III. Violencia patrimonial: Además se presenta cuando los daños se provocan en los bienes comunes.

Además se considerará cualquier otra forma análoga contemplada en las disposiciones legales aplicables, que lesionen o sean susceptibles de atentar contra los derechos humanos de las mujeres.
ARTÍCULO 9.  Para los efectos de la presente ley se entenderá por: 

I. Acciones afirmativas: Conjunto de medidas de carácter temporal encaminadas a obtener  la igualdad de hecho entre mujeres y hombres, y a erradicar la violencia en contra de las mujeres;

II. Agresor: La persona que inflige cualquier tipo de violencia contra las mujeres;

III. Derechos humanos de las mujeres: Las prerrogativas universales que son parte inalienable, integrante e indivisible de los seres humanos y específicamente los reconocidos para las mujeres en los instrumentos internacionales de la materia, ratificados por el Estado Mexicano;

IV. Entidades Públicas: Los órganos, dependencias y oficinas de los Poderes del Estado, de los municipios y organismos públicos autónomos;

V. Estado: Estado de Coahuila de Zaragoza;

VI. Instituto: Instituto Coahuilense de las Mujeres;

VII. Ley: Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila; 

VIII. Modalidades de violencia: Las formas, manifestaciones o los ámbitos de ocurrencia en que se presenta la violencia contra las mujeres; 

IX. Perspectiva de género: La forma de ver e interpretar los fenómenos sociales que  estructuran la desigualdad entre hombres y mujeres, como base  para generar el desarrollo equitativo entre ambos sexos;

X. Programa Estatal: El Programa estatal para prevenir, atender, asistir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres;

XI. Refugios: Los albergues, centros o establecimientos constituidos por entidades públicas, organismos o asociaciones civiles para la atención y protección de mujeres que han sido víctimas de violencia;

XII. Sistema Estatal: El Sistema Estatal de acceso a las mujeres a una vida libre de violencia, y

XIII. Víctima: La mujer a quien se le inflige cualquier tipo de violencia; 

ARTICULO 10. El Gobierno del Estado y los municipios preverán en sus presupuestos de egresos, los recursos necesarios para promover las políticas, programas y acciones, a favor de la igualdad de oportunidades entre el hombre y la mujer, la erradicación de toda forma de discriminación en contra de la mujer y el acceso a las mujeres una vida libre de violencia.

CAPÍTULO III
DE LAS ACCIONES PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN, ASISTENCIA, SANCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
ARTÍCULO 11. Las Entidades Públicas deberán condenar la violencia contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Del mismo modo aplicarán por todos los medios apropiados y sin demora una política pública encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con este fin, deberán: 

I. Abstenerse de practicar la violencia contra la mujer;

II. Proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación estatal, sancionar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por autoridades o por particulares;

III. Denunciar conforme a la legislación civil, penal, laboral y administrativa a fin de que se sancionen y reparen los agravios ocasionados a las mujeres que sean objeto de violencia; 

IV. Garantizar a las mujeres el acceso a los mecanismos de justicia.

V. Elaborar planes de acción estatal y municipal para promover la protección de la mujer contra toda forma de violencia e incluir disposiciones con ese fin en los planes existentes, teniendo en cuenta, según proceda, la cooperación que puedan proporcionar las organizaciones no gubernamentales;

VI. Elaborar, con carácter general, enfoques de tipo preventivo y todas las medidas de índole jurídica, política, administrativa y cultural que puedan fomentar la protección de la mujer contra toda forma de violencia, y evitar eficazmente la reincidencia en la victimización de la mujer como consecuencia de leyes, prácticas de aplicación de la ley y otras intervenciones que no tengan en cuenta la discriminación contra la mujer; 

VII. Garantizar, dentro de un marco de cooperación interinstitucional, que las mujeres objeto de violencia y sus hijos, dispongan de asistencia especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los niños, tratamiento, asesoría, servicios, instalaciones y programas sociales y de salud, así como estructuras de apoyo;

VIII. Consignar en los presupuestos del Estado y de los municipios los recursos adecuados para las actividades relacionadas con la eliminación de la violencia contra la mujer; 

IX. Adoptar medidas para que las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y los funcionarios que han de aplicar las políticas de prevención, investigación y castigo de la violencia contra la mujer, reciban una formación que los sensibilice respecto de las necesidades de la mujer; 

X. Adoptar todas las medidas apropiadas, especialmente en el sector educativo, para modificar las pautas sociales y culturales de comportamiento del hombre y de la mujer y eliminar los prejuicios y las prácticas consuetudinarias o de otra índole basadas en la idea de la inferioridad o la superioridad de uno de los sexos y en la atribución de papeles estereotipados al hombre y a la mujer; 

XI. Promover la investigación, recoger datos y compilar estadísticas, especialmente en lo concerniente a la violencia en el hogar, relacionadas con la frecuencia de las distintas formas de violencia contra la mujer, y fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, la gravedad y las consecuencias de esta violencia, así como sobre la eficacia de las medidas aplicadas para impedirla y reparar sus efectos; se deberán publicar esas estadísticas, así como las conclusiones de las investigaciones; 

XII. Adoptar medidas orientadas a eliminar la violencia contra las mujeres especialmente vulnerables; 

XIII. Integrar y actualizar un sistema de información acerca de la violencia contra la mujer y las medidas adoptadas para poner en práctica la presente Ley; 

XIV. Promover la elaboración de directrices adecuadas para ayudar a aplicar los principios enunciados en la presente Ley; 

XV. Reconocer el importante papel que desempeñan en todo el mundo el movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no gubernamentales en la tarea de despertar la conciencia acerca del problema de la violencia contra la mujer y aliviar dicho problema; 

XVI. Facilitar y promover la labor del movimiento en pro de la mujer y las organizaciones no gubernamentales, y cooperar con ellos en los planos local, regional y nacional; 

XVII. Alentar a las organizaciones a las que pertenezcan a que incluyan en sus programas, según convenga, la eliminación de la violencia contra la mujer. 

ARTÍCULO 12. Las acciones que se lleven a cabo con motivo de esta ley y demás disposiciones aplicables, tienen por objeto la protección y asistencia a las víctimas o a aquellas en situación de riesgo de violencia y además promover su desarrollo integral y su participación en los ámbitos de la vida pública y privada. 

ARTÍCULO 13. Las Entidades Públicas deberán contribuir, en sus respectivas esferas de competencia, al reconocimiento y ejercicio de los derechos y a la aplicación de los principios establecidos en la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, y los Códigos Civil y Penal en materia prevención y erradicación de la violencia en contra de mujeres  y, a este fin, deberán, entre otras cosas: 

I. Fomentar la cooperación internacional, nacional, estatal y municipal con miras a definir estrategias para combatir la violencia, intercambiar experiencias y financiar programas relacionados con la eliminación de la violencia contra la mujer; 

II. Promover reuniones y seminarios encaminados a despertar e intensificar la conciencia de toda la población sobre la violencia contra la mujer; 

III. Fomentar entre el sector público, privado y social la coordinación y el intercambio a fin de abordar con eficacia la problemática  de la violencia contra la mujer; 

IV. Generar, actualizar y analizar información sobre las tendencias y los problemas sociales a fin de realizar diagnósticos, diseñar políticas públicas y examinar las tendencias de la violencia contra la mujer; 

V. Alentar la coordinación entre los sectores público, privado y social a fin de integrar el tema de la violencia contra la mujer en los programas y acciones de gobierno, haciendo especial referencia a los grupos de mujeres particularmente vulnerables a la violencia; 

VI. Promover la formulación de directrices o manuales relacionados con la violencia contra la mujer, tomando en consideración las medidas mencionadas en la presente Ley; 

VII. Cooperar con las organizaciones no gubernamentales en todo lo relacionado con el tema de la violencia contra la mujer. 

ARTÍCULO 14. Las acciones que lleven a cabo el Estado y los municipios, estarán encaminadas a la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres y tendrán como función:

I. Informar y orientar a las víctimas sobre sus derechos y los recursos existentes para la defensa de los mismos;

II. Proporcionar protección inmediata y efectiva por parte de las entidades públicas orientadas a ese fin; 

III. Brindar un trato digno, privacidad y respeto durante cualquier entrevista o actuación como víctima de violencia; 

IV. Otorgar asesoría jurídica gratuita en los asuntos relacionados con la violencia de la cual sea víctima; 

V. Proporcionar asistencia médica y psicológica gratuita para la atención de la consecuencias generadas por la violencia; 

VI. Efectuar acciones de asistencia social que contribuyan a su pleno desarrollo, en coordinación con las entidades correspondientes, según sea el caso; 

VII. Favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas y sus hijos;

VIII. Brindar asesoría y educación sobre la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, dirigidos a los agresores;

IX. Evitar que la atención que reciban la víctima y el agresor sea proporcionada por la misma persona y en el mismo lugar; 

X. Favorecer la separación provisional del agresor con respecto a la víctima, protegiendo primordialmente a las víctimas y sus hijos, y

XI. Las demás que establezca esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Podrán beneficiarse de las medidas establecidas en la presente ley, además de las víctimas, los menores que se encuentren bajo su patria potestad, guarda o tutela y, en su caso, cualquier otra persona en situación de dependencia de la mujer. 

ARTÍCULO 15.-  Todas las acciones que se realicen con motivo de la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, deberán considerar el idioma, edad, condición social y económica, preferencia sexual, ideología o cualquier otra condición de las mujeres.

CAPÍTULO IV 
EL SISTEMA ESTATAL DE ACCESO A LAS MUJERES   A UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIA

ARTÍCULO 16. Se crea el Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vida sin Violencia que tendrá por objeto implementar los esfuerzos, instrumentos, planes, programas, políticas, servicios y acciones interinstitucionales, en coordinación con las instancias y entidades federales y municipales, para la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres. 

ARTÍCULO 17. Para la consecución de los fines del Sistema Estatal, serán materia de coordinación:

I. La prevención de la violencia de género contra las mujeres y la atención especializada a sus víctimas;

II. La capacitación del personal que interviene en las acciones de prevención, atención  y erradicación de la violencia contra las mujeres;

III. Las acciones y programas para la disminución, educación y rehabilitación de los agresores;

IV. El suministro, intercambio y sistematización de todo tipo de información en la materia;

V. Las acciones conjuntas para la protección de las víctimas de violencia, de conformidad con las disposiciones legales e instrumentos en la materia, y

VI. Las demás que sean necesarias para incrementar la eficacia de las medidas y acciones tendientes a erradicar la violencia de género contra las mujeres.

ARTÍCULO 18. El Sistema Estatal se conformará por los integrantes del Consejo Directivo del Instituto Coahuilense de las Mujeres, sin perjuicio de que, cuando se trate de asuntos de su competencia pueda convocarse a:

I. Las entidades federales, estatales y/o municipales, así como los organismos públicos autónomos encargados de aplicar programas en favor de las mujeres en los municipios del Estado;
II. El Presidente de la Junta de Gobierno o el legislador que éste tenga a bien designar, del Congreso del Estado;
III. El Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado o el representante que tenga a bien designar el Consejo de la Judicatura, y
IV. Las organizaciones de la sociedad civil que tengan por objeto, realizar acciones afines a las descritas en esta ley demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 19. La Secretaría Técnica del Sistema Estatal, estará a cargo de la Dirección General del Instituto Coahuilense de las Mujeres y elaborará el proyecto de reglamento para el funcionamiento del mismo y lo presentará a sus integrantes para su consideración y, en su caso, aprobación. 
CAPÍTULO V
 EL PROGRAMA ESTATAL DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE
DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 20. El Programa Estatal es el instrumento que contiene las acciones, planes y programas que llevarán a cabo las Entidades Públicas de manera coordinada para prevenir, atender y erradicar la violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 21. El Programa Estatal deberá ser congruente con los planes Estatal y Nacional de Desarrollo, así como con los demás instrumentos y disposiciones  aplicables a la materia. Se conformará, por lo menos, con los siguientes elementos:

I. El diagnóstico de la situación de la violencia de género contra las mujeres en el Estado;

II. Los objetivos y metas específicas a alcanzar;

III. Los programas y subprogramas específicos;

IV. Las acciones y estrategias correspondientes, incluyendo aquellas que sean objeto de coordinación o colaboración con la federación, otras entidades federativas e  instituciones públicas o privadas, y 

V. Las entidades responsables de su ejecución.

ARTÍCULO 22. En el Programa Estatal deberán establecerse estrategias y acciones para: 

I. Fomentar el conocimiento y respeto al derecho de las mujeres a una vida libre de violencia;

II. Promover la transformación de los modelos socioculturales de conducta de las personas, incluyendo la propuesta y formulación de programas de educación en todos los niveles y modalidades, a fin de prevenir, atender y erradicar estereotipos que tiendan a fomentar o tolerar la violencia contra las mujeres;

III. Impulsar la capacitación con perspectiva de género del personal a cargo de la procuración e impartición de justicia en el Estado y de aquellos encargados de las políticas de prevención, asistencia, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, a fin de dotarlos de instrumentos que les permitan realizar su labor con perspectiva de género; 

IV. Proporcionar, a través de las autoridades e instituciones públicas o privadas correspondientes, los servicios especializados y gratuitos para la atención y protección a las víctimas de violencia;

V. Fomentar y apoyar programas de educación pública y privada, destinados a concientizar a la población sobre las causas y consecuencias de la violencia de género contra las mujeres;

VI. Ofrecer a las víctimas de violencia y a sus agresores, el acceso a programas eficaces de educación, rehabilitación y capacitación, de forma tal que les permitan participar plenamente en la vida pública y social; 

VII. Exhortar a los medios de comunicación para que apliquen criterios adecuados de difusión e información que contribuyan al respeto de los derechos humanos de las mujeres; 

VIII. Realizar acciones de investigación, así como la elaboración y recopilación de diagnósticos estadísticos y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra las mujeres, a fin de evaluar la eficacia de las acciones afirmativas para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres; 

IX. Promover la cultura de denuncia de la violencia de género, en el marco de la eficacia de las instituciones, centros de atención y refugios que atienden a las víctimas;

X. Evaluar el cumplimiento de los objetivos propuestos en el propio Programa Estatal;

XI. Diseñar un modelo integral de atención a los derechos de las mujeres que deberán instrumentar las instituciones, los centros de atención y los refugios que atiendan a víctimas, y

XII. Las demás que sean necesarias para incrementar la eficacia de las acciones tendientes a erradicar la violencia de género contra las mujeres.
ARTÍCULO 23. El Titular del Ejecutivo del Estado, por conducto de las entidades estatales correspondientes, procurará la participación de los sectores público, social y privado en la formulación, ejecución y evaluación del Programa Estatal.

ARTÍCULO 24. El Programa Estatal deberá publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en aquellos medios de comunicación con que cuente el  Ejecutivo del Estado y estará sujeto a evaluaciones  anuales, de acuerdo a lo previsto en la fracción X del artículo 22 de esta ley.

CAPÍTULO VI
DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN MATERIA  DE ACCESO   A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

ARTÍCULO 25. Para cumplir con el objeto de esta ley, el Titular del Ejecutivo del Estado, a través de las entidades estatales correspondientes, tendrá las siguientes atribuciones:

I. Llevar a cabo las acciones, planes y programas que tengan por objeto garantizar el ejercicio pleno del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; 

II. Coordinar a las Entidades Públicas en el seguimiento a las acciones en la materia;  

III. Planear, formular y conducir la política estatal integral desde la perspectiva de género para prevenir, atender, asistir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, en coordinación con las entidades federales, estatales y municipales; 

IV. Vigilar la debida observancia de las disposiciones previstas en esta ley y demás disposiciones que tengan como objeto la promoción y respeto a los derechos humanos de las mujeres; 

V. Elaborar, coordinar y aplicar el Programa Estatal, con apoyo de las demás entidades públicas y privadas que intervengan en las acciones de protección a los derechos de las mujeres; 

VI. Promover la educación y asegurar la difusión y promoción de los derechos de las mujeres, en especial de aquellas que se encuentren en condiciones de marginación o desventaja social y/o económica así como del sector indígena que habite en territorio coahuilense, con base en el reconocimiento de la composición pluricultural del Estado; 

VII. Vigilar que los usos y costumbres de la sociedad no atenten contra los derechos humanos de las mujeres; 

VIII. Elaborar y coordinar los programas de educación y reinserción social con perspectiva de género para los agresores de mujeres; 

IX. Realizar campañas de información sobre los instrumentos, mecanismos y acciones afirmativas en el Estado que tengan como objeto la promoción y respeto a los derechos humanos de las mujeres; 

X. Celebrar, en el ámbito de su competencia, acuerdos de carácter interinstitucional, convenios de colaboración, coordinación y concertación que permitan la consecución del objeto de esta ley y demás disposiciones aplicables; 

XI. Coadyuvar con las entidades públicas y organismos de la sociedad civil dedicados a la atención de víctimas; 

XII. Realizar acciones, estudios y planes que permitan la detección oportuna de los factores que generan la violencia contra las mujeres en la sociedad, a fin de implementar medidas que permitan la disminución de los mismos;

XIII. Promover y realizar investigaciones con perspectiva de género sobre las causas y consecuencias de la violencia contra las mujeres; 

XIV. Impulsar la creación de refugios para la atención y protección de las víctimas, según lo previsto en el Sistema Estatal y en la Sección IV del Capítulo VII de esta ley, y
XV. Las demás previstas en esta ley y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 26. Las demás entidades, instancias, oficinas y áreas que conforman la Administración Pública Estatal, llevarán a cabo acciones que tengan como fin:

I. Coadyuvar en la promoción y respeto de los derechos humanos de las mujeres y formular acciones que fomenten una cultura de equidad de género;

II. La participación plena de las mujeres en los ámbitos social, económico, cultural, laboral y familiar en igualdad de condiciones  oportunidades;

III. El apoyo, coordinación y coadyuvancia para mantener los instrumentos y acciones encaminadas al mejoramiento del Sistema y Programa Estatales;

IV. La participación y apoyo en las acciones que se lleven a cabo con motivo de acuerdos o convenios de coordinación, colaboración y concertación;

V. El fomento a la capacitación del personal a su cargo en las acciones que tengan como fin promover una vida libre de violencia para las mujeres;

VI. La eliminación dentro de sus programas de estereotipos que discriminen y fomenten la desigualdad entre hombres y mujeres, y

VII. Las demás previstas en la presente ley y demás disposiciones aplicables;

ARTÍCULO 27. La Procuraduría General de Justicia del Estado, además de las atribuciones previstas en los ordenamientos descritos en el artículo 2 de esta ley, deberá coordinarse con las entidades correspondientes para informar sobre el número víctimas atendidas y formar una base de datos.

ARTICULO 28. Los Poderes Legislativo y Judicial del Estado tendrán, además de las previstas en sus propios ordenamientos, las atribuciones siguientes:

I. Impulsar y fomentar el conocimiento y respeto a los derechos humanos de las mujeres con perspectiva de género;

II. Impulsar y elaborar iniciativas de ley y demás acciones tendientes a transformar los modelos socioculturales de conducta de mujeres y hombres; 

III. Capacitar en materia de derechos humanos con perspectiva de género a los miembros de la legislatura, al personal del Poder Judicial, así como al personal de sus respectivas adscripciones y demás funcionarios encargados de las políticas de prevención, atención, asistencia, sanción y eliminación de la violencia contra las mujeres; 

IV. Participar en el Sistema Estatal, así como en la elaboración e implementación del Programa Estatal, y

V. Las demás previstas para el cumplimiento de la ley.

CAPÌTULO VII

LA ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

SECCIÓN PRIMERA

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 29. Las entidades estatales y municipales deberán prestar atención a las víctimas, consistente en:

I. El establecimiento de acciones por medio de las cuales pueda garantizarse su protección;

II. Llevar a cabo las acciones en materia de salud que requieran las víctimas de violencia;

III. Proporcionar a las víctimas la atención psicológica y jurídica de manera gratuita;

IV. Proporcionar un refugio seguro a las víctimas, e

V. Informar a las entidades correspondientes, de los asuntos que deban tener conocimiento, a fin de que se realicen las acciones correspondientes.

ARTÍCULO 30. Las víctimas de violencia tendrán los derechos siguientes:

I. Ser tratadas con respeto a su integridad y al ejercicio pleno de sus derechos;

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las Entidades Públicas;

III. Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre las opciones de atención;

IV. Contar con asesoría jurídica gratuita;

V. Recibir información, atención médica y psicológica gratuita;

VI. Ser aceptada en un refugio, mientras lo necesite;

VII. Acudir a los refugios con sus hijos en los casos de violencia familiar,y

VIII. Los demás señalados en esta ley y otras disposiciones legales.

SECCIÓN SEGUNDA

LOS MÓDULOS DE ATENCIÓN 

ARTICULO 31. El Instituto Coahuilense de la Mujer, en coordinación con las entidades correspondientes y de acuerdo a lo establecido en el Programa Estatal, establecerá módulos de atención a víctimas en las distintas regiones del Estado, así como dentro de las Entidades Públicas que, por algún motivo tengan intervención en los casos que se presenten por violencia contra las mujeres. 

Dichos módulos tendrán el carácter de ventanilla única y se encargarán de recabar toda aquella información relacionada con el posible acto de violencia, a fin de que ésta sea turnada a las entidades correspondientes, para que se de la atención y servicio necesario a las víctimas. 

ARTICULO 32. El Ejecutivo del Estado, tomará en consideración las medidas   necesarias dentro del Presupuesto de Egresos, a fin de que las entidades correspondientes cuenten con los recursos necesarios para la implementación y operación de los módulos.

ARTICULO 33. Los módulos de atención brindarán auxilio de carácter psicológico y jurídico a las víctimas de violencia y atenderán, canalizarán y darán seguimiento, en su caso, a los casos que se presenten en los términos de esta ley y demás disposiciones aplicables; deberán ser atendidos por personal  debidamente capacitado en la materia.

ARTICULO 34. El Instituto Coahuilense de la Mujer será la entidad responsable de operar los módulos de atención y elaborará el manual operativo de los mismos, el cual deberá someterlo a la consideración y aprobación del Sistema Estatal.

SECCIÓN TERCERA

LA ATENCIÓN VÍA TELEFÓNICA

ARTÍCULO 35. El Instituto Coahuilense de la Mujer será la entidad responsable de brindar atención vía telefónica a las víctimas de violencia con perspectiva de género. Además se encargará de elaborar el manual operativo de este tipo de atención, el cual deberá ser sometido a la consideración y aprobación del Sistema Estatal.

El servicio de atención telefónica a las víctimas tendrá cobertura en todo el Estado, para lo cual, se deberán implementar las acciones y mecanismos que la garanticen.

SECCIÓN CUARTA

LOS REFUGIOS PARA VÍCTIMAS

ARTÍCULO 36. Las Entidades Públicas podrán coordinarse con los sectores social y privado para impulsar la creación de refugios para atender a víctimas de violencia, los cuales estarán distribuidos en las diferentes regiones del Estado.

Los refugios que se constituyan deberán:

I. Participar en el Programa Estatal;

II. Velar por la seguridad de las mujeres que se encuentren en ellos;

III. Proporcionar a las víctimas la atención y capacitación necesaria para su recuperación física y psicológica, a fin de integrarse plenamente en la vida pública, social, privada y, en su caso, laboral;

IV. Proporcionar talleres educativos o de recreación a las personas atendidas; 

V. Dar información a las víctimas sobre las instituciones encargadas de proporcionar asesoría jurídica especializada y gratuita;

VI. Brindar a las víctimas la información necesaria que les permita decidir sobre las opciones de atención;

VII. Realizar las acciones que permitan brindar protección y asistencia a las víctimas que se encuentren en ellos, y

VIII. Las demás que determine el Instituto Coahuilense de la Mujer, esta ley y demás disposiciones legales aplicables. 

Los refugios deberán contar con el personal debidamente capacitado para proporcionar los servicios de protección y atención a víctimas.

ARTÍCULO 37. Los refugios deberán prestar a las víctimas y, en su caso, a los menores que se encuentren bajo su patria potestad y cualquier otra persona que sea dependiente de ella, los siguientes servicios:

I. Hospedaje;

II. Alimentación;

III. Vestido y calzado;

IV. Servicio médico;

V. Asesoría jurídica, y

VI. Terapia psicológica.

ARTÍCULO 38. La permanencia de las víctimas en los refugios no podrá ser mayor a tres meses, a menos que persista su inestabilidad física, psicológica o su situación de riesgo. El personal médico, psicológico y jurídico evaluará periódicamente, para tales efectos, su condición.

ARTÍCULO 39. En ningún caso se podrá mantener a las víctimas en los refugios en contra de su voluntad.

ARTÍCULO 40. Las Entidades Públicas, con la participación que corresponda de los sectores social y privado, promoverán el establecimiento de mecanismos que permitan proveer de los apoyos necesarios a los refugios, a fin de que éstos cumplan con su objeto.

SECCIÓN QUINTA

LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN

ARTÍCULO 41. Cuando una Entidad Pública detecte una conducta susceptible de ser considerada como un acto de violencia contra la mujer y considere necesaria la aplicación inmediata de medidas de protección que, por competencia le correspondan a otras entidades, deberán hacerlo de su conocimiento, a fin de que se brinde la atención correspondiente.

CAPÍTULO VIII

LOS CENTROS DE REHABILITACIÓN PARA AGRESORES 

ARTÍCULO 42. El Estado podrá establecer, en coordinación con los municipios y los sectores social y privado, centros de rehabilitación para agresores, los cuales proporcionarán atención gratuita y especializada.

ARTÍCULO 43. Los agresores acudirán de manera voluntaria a recibir rehabilitación en estos centros, sin perjuicio de las medidas y acciones que deban cumplir, derivadas de mandato de la autoridad competente. 

ARTÍCULO 44. Los centros de rehabilitación para agresores llevarán a cabo las siguientes acciones: 

I. Aplicar y participar, en lo conducente, el Programa Estatal; 

II. Proporcionar a los agresores la atención, rehabilitación y educación que coadyuve a su reinserción en la vida social; 

III. Proporcionar talleres que tengan por objeto motivar y modificar la conducta de los agresores, respecto a los patrones socioculturales que generan en ellos conductas violentas, y 

IV. Contar con el personal debidamente capacitado y especializado en las materias relacionadas con la atención que brindan. 

ARTICULO 45. Los centros de rehabilitación para agresores podrán brindar los siguientes servicios: 

I. Tratamiento psicológico;

II. Hospedaje, alimentación y servicio médico cuando así se requiera.

III. Información jurídica sobre las consecuencias legales de sus conductas, y

IV. Servicios de capacitación que les permitan obtener habilidades para desempeñar una actividad de carácter económico.

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 46. Nada de lo enunciado en la presente Ley afectará a disposición alguna que pueda formar parte de la legislación federal o estatal o de cualquier otra naturaleza vigente en el Estado de Coahuila y resulte más apropiado a la eliminación de la violencia contra la mujer.

ARTICULO 47. La violencia ejercida contra las mujeres será sancionada en los términos de la legislación civil, penal, administrativa, laboral y demás aplicables. 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al contenido de la presente ley. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 9 de Junio de 2008.
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